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EXPOSICION 


DEL EMINENTISIMO 

SEÑORCARDENAL ARZOBISPO DESEVILLA 

Y SUS SUFRAGÁNEOS, 


DIRIGIDA 

AL BXCMO. SR. MINISTRO DE GRACIA Y JUSTIdA, 


PIDIENDO SE DEROGUE LA REAL ORDEN DE 16 DE JULIO, 

POR LA QUE SE MANDA ENTERRAR EN LOS CEMENTERIOS CATÓLICOS 
LOS CADÁVERES DE LOS QUE MUEREN 
FUERA DEL GREMIO DE NUESTRA SANTA IGLESIA CATÓLICA, APOSTOLICA 

ROMANA. 





Excmo. Sr.: 


El Arzobispo y sufragáneos ele la provincia eclesiástica de Sevilla 
se bailan en la imprescindible necesidad de recurrir á V. E. para im- 
petrar, por su mediación, que se revoque la Real orden del 16 dei próc- 
siino pasado mes de Julio, por considerar en ella vulnerada la propie- 
dad de la 'Iglesia, deprimida la jurisdicción de los Prelados y contraria- 
do el espíritu y la letra de la Ley fundamental del Estado. 

Esta Real orden fuá comunicada por el Excmo. Sr. Ministro de la 
Gobernación á los Gobernadores de provincias sin que después de mas 
do un mes que tiene de fecha, ninguno hayamos recibido traslado ofi- 
cial por conducto inmediato del Ministerio, y la mayor parte, ni por el 
mediato de los gobernadores civiles, y si la conocemos es por hallarla 
inserta en los periódicos y Boletines oficiales de provincia, en los que, 
al darla publicidad, se dispone su puntual y exacto cumplimiento. Di- 
ce así la Real urden. 

• Siendo frecuentes las consultas dirigidas d este Ministerio y oca- 
sionad is á conflictos gravísimos entre las autoridades civil y religiosa, 
con motivo de las inhumaciones de personas que fallecen fuera del gre- 
mio de la Iglesia católica; consignado como se halla en nuestro código 
fundamental, art. 21, el libre ejercicio de cualquier relijion que no se 
oponga d las máximas de la moral y del derecho, se hace necesario des- 


de luego, llevando á la práctica el privilegio consignado, que al tra- 
tarse de dar sepultura á cualquier individuo no católico, yen tanto las 
Cortes resuelvan de un modo definitivo la cuestión secularizando los ce- 
menterios, exista una regla que si bien de carácter provisional sirva do 
norma para todos los casos de este genero que en lo sucesivo ocurran. 
Abundando en estos deseos el Rey (q. D. g.) ha tenido á bien disponer 
que por ahora y hasta que otra cosa se determine, los Ayuntamientos 
de los pueblos destinen dentro de los cementerios un lugar separado del 
resto, donde con el mayor decoro y al abrigo de toda profanación , se 
dé sepultura á los cadáveres de aquellos que pertenecen á religión dis- 
tinta de la católica. De Roal orden lo participo áV. S. para su cono- 
cimiento, y á fin de que tenga el mas exacto cumplimiento en todas 
ocasiones lo dispuesto en esta Real orden.» 

Que por ella se vulnera la propiedad de la Iglesia Católica en sus 
cementerios, en cuya quieta y pacifica posesión se halla, es por demás 
obvio demostrarlo. 

Los cementerios católicos, llamados con propiedad «Campos San- 
tos,» son lo que su nombre significa, lugares benditos y destinados al 
reposo de los restos de los que lian muerto en la Comunión Católica 
hasta el gran dia del Señor, en el que han de ser de nuevo animados 
para presentarse á oir del supremo juez la última é inapelable senten- 
cia de sn eterno destino.. 

Desde el momento en que las sagradas ceremonias imprimen el 
carácter de santidad á estos venerandos lugares, dejan de pertenecer al 
comercio de los hombres, se prohibe en ellos todo acto que desdiga del 
objeto á que están dedicados, por mas que sea honesto y lícito, y cons- 
tituyen un accesorio de los templos consagrados al culto y adoración del 
verdadero Dios, cesando, por tanto, en ellos toda intervención y cono- 
cimiento de parte de la potestad temporal, como segregados de las co- 
sas en que puede egercer sn imperio, sin que en los mismos la corres- 
pondan otras atribuciones que las determinadas en las leyes adminis- 
trativas sobre higiene publica y ornamentación, á las que, por no afec- 
tar á su esencia, la Iglesia no se opone, antes bien, cuando es necesa- 
rio, les presta sn auxilio. 

En testimonio de esta doctrina pudiéramos citar muchos sagrados 
cánones, decretos disciplinares, leyes del reino, y Reales órdenes vi- 
gentes; mas para reducir en lo posible á términos concisos nuestra re- 
clamación, solo llamaremos la atención de V. E. á la ley votada en 
Cortes de 29 de Abril de 1855 y á la Real orden de 18 de Marzo de 
1861. 

Nos fijamos en estas dos disposiciones, omitiendo otras asícanóni- 


cas como civiles, porque ellas fueron acordadas por Gobiernos que ins- 
piraban sus resoluciones en las ideas liberales que hoy se invocan, los 
que, sin abjurar de ellas, lian encontrado medio de conciliarias ron el 
debido respeto á sagrados derechos. 

Por la primera se manda que en todas las poblaciones que la ne- 
cesidad lo exija, ajuicio del gobierno, se permita construir cemente- 
rios á donde sean conducidos, depositados y sepultados con el respeto 
debido á los restos humanos, los cadáveres de los que mueren fuera do 
la comunión católica, y que en las poblaciones que carezcan de tales 
cementerios, los Ayuntamientos cuiden de que estos restos sean inhu- 
mados con el debido decoro. 

Por la segunda, no se crea, sino que se declara el derecho de 
propiedad y la jurisdicción de la Iglesia en los cementerios católicos, 
con exclusión de la autoridad civil, fundando esta declaración en el lu- 
minoso informe do las secciones de Estado y Gracia y Justicia, de Go- 
bernación y Fomento del consejo de Estado, que la sirve de prenotando. 

Conviene notar que ambas disposiciones tienen su origen en las mis- 
mas causas y se proponen idéntico fin, ya explícita, ya implícitamente. 
Terminar y prevenir los conflictos entre las autoridades civil y ecle- 
siástica declarando la propiedad y jurisdicción de esta' en los cemente- 
rios católicos: he aquí lo que expresamente consigna la Real ordenóle 
18 ele Marzo de 1861 y se deduce de la ley de 29 de Abril de 1855. 

Permitir la construcción de cementerios públicos para inhumación 
de los cadáveres, de los que mueren sin pertenecer á la religión ca- 
tólica: lie aquí lo que establece esta ley y se deduce de la Real orden 
citada. 

Nada mas justo que lo dispuesto por estas resoluciones, y cierta- 
mente que, como á ellas, prestaríamos nuestra aquiescencia y, si pre- 
ciso fuera, nuestro favor á la de 16 de Julio último, si en ella viése- 
mos confirmadas las anteriores, las que, respetando los derechos de 
lodos, satisfacen todas las necesidades del particular. 

Por no ser así; porque ella desconoce la propiedad dé la Igle- 
sia católica, mandando que, «dentro de sus cementerios > so inhumen 
los cadáveres de los que mueren fuera de su gremio, contraviniendo á 
lo (pie los sagrados cánones tienen establecido conminando con censu- 
ras á los contraventores, y porque no concierta con leyes boy vigentes 
en la materia, por esto es por lo que los Obispos que suscriben tienen 
el deber de conciencia de pedir su derogación, como refractaria al de- 
recho de propiedad y posesión que la Iglesia tiene en aquellos santos 
asilos. 

Si la propiedad de la Iglesia se vulnera por la Real orden do 1G do 
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Julio, su jurisdicción es también deprimida cu ella. Esté es mi natu- 
ral corolario de la anterior premisa. 

Desatendida la propiedad, fácilmente se desconoce la jurisdicción, 
así como demostrada ya la primera, necesariamente tiene que resultar 
deprimida la segunda. 

Es indudable, y en esto concuerdan ambos derechos, que los ce- 
menterios católicos son propiedad de la Iglesia, sometida á leyes es- 
peciales que su naturaleza, condición y destino hacen precisas; por esto 
no están ni pueden estar sometidos á otra jurisdicción que A la suya, y 
cuando el poder temporal se arroga las facultades que la pertenecen, 
priva délas peculiares que ejercen á aquellos á quienes las confiere; 
he aquí lo que llamamos depresión de nuestra jurisdicción, la que re- 
sulta del modo y forma con que se manda llevar defecto la Real orden 
de 16 de Julio último, dirijida á los gobernadores puraque estos orde- 
nen á los Ayuntamientos ejecuten por sí lo que dispone. 

Si este proceder significa la previsión de una negativa de nuestra 
parte, está bien ; pues no es potestativo en nosotros permitir lo que los 
sagrados cánones nos prohiben bajo severísirnas penas; pero esto no au- 
toriza para ejecutar un pensamiento que, si por los trámites regulares 
es irrealizable, pretender llevarlo á la práctica por otros medios, es vio- 
lento. 

Con las breves reflexiones emitidas nos parece haber patentizado 
la verdad de los dos primeros puntos, y al ocuparnos del tercero, pro- 
curaremos observar igual concisión. 

Aseveramos que la Real orden preinserta contradice la letra y el 
espíritu de la ley fundamental por la que boy se rije la nación, y en 
prueba empezaremos demostrando que la cita del artículo 21 de la Cons- 
titución, hecha como el mas robusto argumento en su apoyo es del to- 
do con traprod uce n tena . 

Dice el Sr. Ministro de la Gobernación en el segundo prenotan- 
do déla misma manera que ase hace necesario desde luego, llevando 
á la práctica el privilegio consignado» en elart. 21 de la Constitución, 
por el que se garantiza á todo estrangero y español «el libre ejercicio 
de cualquier religión que no se oponga á las máximas de la moral y 
del derecho, que, al tratarse de dar sepultura já cualquier individuo no 
católico, exista una regla que, si bien con el carácter de provisional, 
sirva de norma para todos los casos de este genero, en tanto que las 
Cortes resuelvan de un modo definitivo la cuestión, secularizando los ce- 
menterios,» y esta regla es mandar que se de sepultura á sus cadáve- 
res en los cementerios católicos. 

Prescindamos de advertir Xjuc el Sr, Ministro que la aconsejó y au- 


(.oriza, previene, sin pretenderlo, el juicio délas Cortes; porque antes 
que: estas se hayan ocupado del asunto, S. E. oríllala cuestión, pues 
bien mirado, la Rea! orden seculariza los cementerios católicos sin es- 
perar á que las Cortes lo decreten. No queremos decir con esto que 
el hecho varíe entonces de naturaleza y gravedad, antes bien, esta au- 
mentaría en proporción de la solemnidad con que en sus formas se re- 
vista., yen la misma acrecería también nuestro deber de reclamar: pres- 
cindamos de esto y fijémonos en el artículo 21 de la Constitución.. 

Si por este artículo se garantiza «el libre ejercicio de cualquier 
religión» como acertadamente dice el Sr, Ministro, «sin mas limitacio- 
nes que las reglas universales de Inmoral y del derecho,» según su 
literal contesto ¡éspresa; sí esto significa, y así está declarado, que las 
diversas religiones que hoy pueden libro y públicamente profesarse en 
nuestra nación han do ser regidas y gobernadas por sus propias leyes, - 
si existe palmaría y esencial contradicción éntrela Real orden y los sa- 
grados cánones que son leyes respetabilísimas de la religión católica, 
es evidente la cohibición de su libre ejercicio á casi la totalidad de los es- 
pañoles que tenemos la dicha de profesarla, contrariando é hiriéndolas 
creencias y sentimientos religiosos de nuestro pueblo, que es «eminen- 
temente católico,» como así lo tiene reconocido y proclamado el Gobier- 
no muy recientemente por conducto del Sr. Presidente del Consejo de 
Ministros, y por tanto el artículo de la Constitución citado en apoyo de 
la Real orden pueba todo lo contrario. 

Que son muchos y muy notables los sagrados cánones que tratan 
de la sepultura eclesiástica determinando á quienes se debe y d quienes 
se prohíbe el honor de recibirla, decretando la santidad é inviolabilidad 
de los cementerios, y conminando con terribles censuras á los trasgre- 
sores de sus disposiciones; que sus justas y sabias providencias no so- 
lamente tienen por obgeto el mayor esplendor de la verdadera Religión 
á la que interesan, sino que están intimamente relacionadas con sus 
dogmas; que todas ellas obtuvieron la merecida sanción de nuestras 
leyes patrias, es una verdad conocida por todos, tergiversada por algu- 
nos, y que con gusto espinaríamos si en ello no temiésemos lastimar 
la ilustración de V. E- á quien consideramos versado on el derecho ca- 
nónico y civil. Otra reflexión haremos en probanza del punto que di- 
lucidamos, sacada del art. 32 de la Constitución. 

Rice este que la soberanía reside esencialmente en la nación. Asi 
se consigna, y nosotros no hacemos más que deducir de aquí su lógi- 
ca consecuencia para argüir con ella al autor de un documento que de- 
be estar inspirado en aquella idea. Esto supuesto, y atendido a que 
la voluntad del mayor número, según la doctrina de los autores de la 
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ley fundamental, debe ser la regla de todo derecho, si demostramos 
que lo dispuesto por la Real orden discrepa de aquel principio y está 
en i oposición á los que el Gobierno ha declarado profesar, habremos con- 
seguido nuestro obgeto. 

Hable por nosotros el Excmo. Sr. Presidente del Consejo de Mi- 
nistros, que en su discurso do 25 de Julio último dijo en el Congreso, 
refiriéndose al actual gobierno. «Nosotros no aspiramos, no queremos, 
no podíamos querer, so pena de ser unos hombres que desconocieran 
completamente el espíritu del pais y el de los cuerpos colegislad ores, 
contrariar las creencias y herir el sentimiento do nuestro pueblo, que es 
eminentemente católico; nosotros no queremos por puro capricho, como 
injustamente se supone, estar en malas relaciones con el clero, ni mu- 
cho menos tenerlas interrumpidas con la corte Romana; nosotros no 
deseamos que pueda decirse lo que aquí se ha dicho do mi antiguo par- 
tido, del partido progresista, que no aspira al poder sino para empezar 
la persecución contra la Iglesia, y para llenar de luto y de disgusto á 
los que tienen ciertas ideas y ciertas creencias en el pais.» 

Ahora bien, dando entera fé y crédito, á esta solemne declara- 
ción, considerando que el pueblo español es eminentemente católico, 
que significa no tener ni querer otra religión que la Católica, Apostó- 
lica Romana; que el Gobierno, ni quiere, ni puede querer contrariar sus 
creencias, so pena de incurrir en la nota do incapacidad para su direc- 
ción, desconociendo su espíritu; que para el libre ejercido de su reli- 
gión es necesario subsistan en toda su fuerza y valor las leyes por les 
que se rige; que, estas leyes prohíben con penas severísimas la inhu- 
mación en sus cementerios de cadáveres de sujetos muertos fuera de su 
comunión, y que, por la doctrina recordada, su voluntad es soberana, 
resulta que lo mandado por la Real orden do 16 do Julio lo repugna, 
porque se opone á las leyes de su religión, y es contrario al espíritu 
y. la letra de la ley fundamental del Estado, no solo porque la cita del 
artículo 21 de la Constitución en que se apoya es un argumento con- 
traproducentcm, sino también porque, contrariando la voluntad de la 
casi totalidad de los españoles, contraviene al 32 del mismo código. 

Es tan cierto que el pueblo católico resiste se inhumen en sus ce- 
menterios los cadáveres de sujetos muertos siendo enemigos declarados 
de su religión, ó cuando menos profesando otras creencias, que noso- 
tros pudiéramos citar ejemplos muy recientes ocurridos en algunos de 
nuestras diócesis en los cuales se ha intentado realizar antes lo que la 
Real órden manda, produciendo tanta repugnancia é indignación, que 
las autoridades, impulsadas quizá mas por la actitud del vecindario, sin 
distinción de clases, que por las reclamaciones de los prelados, se vio- 
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ron precisadas á adoptar providencias para aquietar la exaltación de 
los ánimos, teniendo al fin que revocar sus acuerdos; pues llegó el ca- 
so de que, no solo resistían las familias la inhumación de los cadáve- 
res de sus allegados en cementerio ocupado por los de sectarios, sino 
que pedían á centenares la exhumación de los restos queridos de los que 
allí están depositados. No faltará quien califique esta conducta de in- 
tolerante superstición, y en verdad que nada tiene de esto: por no ha- 
cernos demasiado difusos omitimos demostrar lo digno y justo do su ac- 
titud y demanda, algo no obstante puede servir, para sostener nuestro 
aserto, lo que llevamos dicho. 

Además nos llama la atención, sobre todo después de recordarlas 
palabras trascritas pronunciadas por el Sr. Presidente del Consejo de 
Ministros, el que solamente los cementerios católicos sean los destina- 
dos á sufrir la servidumbre que se les impone. 

Comprendemos que por los artículos 13 y 14 déla vigente Cons- 
titución los dueños de los cementerios no católicos, ya sean de domi- 
nio particular, ya. colectivo, están garantidos en su propiedad, dere- 
chos y acciones; pero al mismo tiempo nos aflijo ver á la Iglesia cató- 
lica fuera de la tutela de los citados artículos, cuando los títulos de pro- 
piedad y posesión de sus cementerios son, por lo menos, tan respeta- 
bles como los que puedan exhibir los dueños de los no católicos. 

No esperamos que para espliear esta diferencia se invoque el de- 
recho de Patronato, pues sabido es que este no faculta para disponer 
de la cosa sobre la que se ejerza á voluntad del que lo obtenga, y me- 
nos cuando la pretcnsión repugne á la naturaleza y destino do aque- 
lla, Menos satisfaría traer á examen las prestaciones necesarias de 
parte de los municipios para ayudar ásu construcción; ya porque estas 
no lian tenido efeeto en todos los cementerios, y la Real orden á nin- 
guno csceptua; ya porque los que con ellas fueron construidos no por 
eso dejan de tener igual naturaleza, condición y destino que los de- 
más. Estas prestacicffies fueron el medio para la a d q úisi ci on , ‘ pero no 
constituyen el objeto adquirido. Ellas fueron dedicadas a obtener co- 
sas de, necesaria y pública utilidad, y si derecho alguno se pretendie- 
se deducir délas mismas, seria únicamente el de su indemnización, no 
de parte de la Iglesia que no las exigió, sino del Estado que las impu- 
so; sin que este pueda repetir por estas, ni menos imponer á aquella el 
menor servicio; pues, aun en este caso, jamás llegarían á ser mas que 
una pequeña compensación de las cuantiosas, así voluntarias como ne- 
cesarias, que -el Estado la debe. 

Vamos á concluir; pero antes nos permitiremos hacer áV. E. una 
observación de actual y suma importancia. 
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Todos los Gobiernos de Europa, por no decir del mundo, se ba- 
ilan justamente alarmados por el incremento y rapidez con que se di- 
funden ciertas ideas en determinada clase que, de llegar el día, y es 
muy posible, de su realización y triunfo, necesariamente causarían el 
ester minio de la sociedad. 

Nosotros á quienes nuestro sagrado carácter no arranca, antes 
bien arraiga mas y mas en nuestro corazón un sincero amor á nuestra 
patria y á la humanidad entera, cuyas lágrimas son las nuestras, y de 
cuyas desgracias somos los primeros en participar, por mas que siem- 
pre estemos alejados de sus efímeros goces, teniendo en una mano el 
código Santo escrito por la Eterna Verdad, y en la otra la historia de 
los pueblos que desde elor/jen del mundo hasta nuestros dias se han 
venido sucediendo en la posesión de la tierra tan codiciada, estudiamos 
el oríjen, el desarrollo, los medios y los fines de tan deletéreas doctri- 
nas, resultando de nuestras investigaciones que, así como nacieron en 
los pueblos paganos, del mismo modo no se pueden aclimatar y pros- 
perar sino en los que se alejan del cohibimiento y servicio del verda- 
dero Dios. 

Ofreceremos una prueba que basta por sí sola para llevar al áni- 
mo menos perspicaz la convicción de nuestro aserto, sacada de lo que 
ya sus secuaces no tienen reparo en ocultar. 

Públicas son sus maquinaciones, entre las que resalta el odio á 
las cosas y personas sagradas contra las cuales se dirigen sus prime- 
ros, mas constantes y enconados tiros. 

Al observar su insistencia: al considerar que su codicia no puede 
hacer presa, ni de los grandes tesoros que enriquecían y engalanaban 
nuestros templos, porque de ellos fueron despojados, ni del pingüe pa- 
trimonio que la Iglesia poseía destinado á fomentar las ciencias, las ar- 
tes y la industria, á socorrer todo género de necesidades, á sostener el 
esplendor del culto y mantener á sus ministros, porque de él se halla 
privada: al reflexionar que es una crueldad burlarse de seres inofensi- 
vos, en cuyo desprestigio no se omite medio por escandaloso y repro- 
bado que sea: al ver, al tocar todo esto, preciso es que otro y muy im- 
portante sea el fin al que se dirija tanta saña. Seguramente no os di- 
fícil conocerlo, la doctrina católica, en la que ven y hallan la mas po- 
derosa, la invencible remora para la consecución de sus planes. 

Piden la destrucción de los templos, porque en ellos, al abrigo 
de sus asechanzas, se enseña. Quieren el estenninio de los Sacerdo- 
tes, porque ellos son los maestros, la viva encarnación de la doctrina. 

Si el orden y los medios de la defensa han de corresponder á los 
empleados en el ataque: si el gobierno, llenando la alta misión que le 


- 11 - 


está encomendada, tiene, no solamente interés, sino obligación de evi- 
tar á nuestra querida patria el cataclismo que la amaga, preciso es que 
,ma verdadera protección á la Iglesia sea la primera y fundamental me- 
dida que adopte; y por cierto que ninguno otro se halla en mejores con- 
diciones de alcanzar por ella el mejor éxito, pues el pueblo español es 
«eminentemente católico.» 

Toda otra que no se base en esta, sera siempre de incompletos y 
efímeros resultados; podrá contener por poco tiempo el progreso de la 
cangrena, pero no podrá estirpar el cáncer que corroe el corazón de la 
sociedad, porque el daño está en las inteligencias, lis preciso conv en- 
cerse de que dos pueblos que no temen á Dios, no se dejan gobernar 

* 01 y como n o hay verdadera protección en donde falta verdadera liber- 
tad y esta consiste en la facultad de obrar con sugecion á las leyes, 
siendo muchas las canónicas y civiles que declaran la santidad, invio- 
labilidad y propiedad de la Iglesia en sus cementerios, por esto los Obis- 
pos que suscriben, , 

Ruegan á V. E. tome en consideración y apoye su instancia, no 

solo inclinando el ánimo de S. M. para que se digne revocar la ltea 
orden de 16 de Julio ultimo, sino también influyendo a ím de que en 
ningún tiempo, ni por nadie sa trate mas de la secularización dé los ce- 
menterios, considerando vigentes y mandando llevar á efecto lo dispues- 
to por la ley de 29 de Abril de 1855 y la Real orden de 18 de Marzo 
de 1 861 , como suficientes á satisfacer todas las necesidades del parti- 
cular y conforme al orden de cosas existente, á lo que viveremos reco- 
nocidos, rogando á Dios guarde á V. E. muchos años. - 

Sevilla 23 de Agosto de 1871.— Luis, Cardenal de La Las- 
tra, Arzobispo de Sevilla.— Juan Alfonso, Obispo de Córdoba.— 
Fernando , Obispo de Badajoz.— FrayjF-élix Mana, Obispo de Cádiz . 
— En nombre y con facultades del limo. Sr . Obispo de Cananas, 
El de Cádiz. 




